Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 15 minutos) 
Dese cuenta del único asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“Nota enviada por el Presidente de la Cámara de Senadores, a la que se adjunta la versión 
taquigráfica de las expresiones del Edil de la Junta Departamental de Maldonado, Wenceslao Seré, 
relacionada con consideraciones sobre la seguridad en el departamento y en el país.” 


La Comisión de Salud Pública tiene a su consideración el proyecto de ley sobre voluntad 
anticipada, que se ha agregado a la documentación de la División de Información Legislativa. Dispone 
también de las versiones taquigráficas de las sesiones de la Cámara de Representantes y de las 
correspondientes a la comparecencia en esta Comisión de los representantes de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. Si no hay inconvenientes, procederemos entonces a analizar artículo por 
artículo del proyecto de ley, con el fin de buscar posibles coincidencias y estudiarlo de una manera más 
precisa, aunque no sea para votarlo de inmediato. 


Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1%.- Toda persona mayor de edad y psíquicamente apta, en forma voluntaria, 
consciente y libre, tiene derecho a oponerse a la aplicación de tratamientos y/o procedimientos 
médicos que prolonguen su vida con dolor, angustia o daño, si se encontrare en el estado terminal de 
una patología incurable e irreversible. 


Se exceptúa de lo anterior, el derecho de los pacientes a recibir los cuidados paliativos que 
correspondieren. 


De igual forma podrá manifestar su voluntad en contrario a lo establecido en el inciso primero 
de este artículo, con lo que no será de aplicación en estos casos lo dispuesto en el artículo 8* de la 
presente ley.” 


Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8”.- En el caso que el paciente en estado terminal de una patología, incurable e 
irreversible, no haya expresado su voluntad conforme al artículo 2%, y se encuentre incapacitado de 
expresarla, la suspensión de los tratamientos o procedimientos que implica el ejercicio del derecho 
reconocido en el artículo 1%, será una decisión del cónyuge, concubino estable o familiares en primer 
grado de consanguinidad, a propuesta y con el aval del médico tratante, la que deberá cumplir con las 
formalidades del artículo 5*. 


En caso de concurrencia entre los familiares referidos, se requerirá unanimidad en la 
decisión y para el caso de incapaces lo deberá pronunciar su representante legal.” 


En consideración. 


SEÑORA XAVIER.- El término “daño” me genera dudas, por lo que me pregunto si no corresponde 
emplear una categoría más medible jurídicamente como, por ejemplo, “lesiones”. De todas maneras, 
debo advertir que si lo que se pretende es una cierta vaguedad, se corren dos riesgos. Uno de ellos es 
cómo se va a medir ese daño; y el otro es que si se lo define como “lesiones”, ya se estaría haciendo 
más complejo el objetivo del artículo. 


Realmente, no tengo una única lectura; simplemente hago este planteo porque me surgen 
grandes dudas en cuanto a si efectivamente debemos mantener un término que tiene tal vaguedad 
desde el punto de vista jurídico o si, por el contrario, es necesario definirlo, en cuyo caso, en este 
momento no tengo claro qué consecuencias implicaría la incorporación del término “lesiones”, que sí 
tiene una definición clara en materia jurídica. 


SEÑOR VAILLANT.- He leído el proyecto de ley, y más allá de compartir su filosofía en general, hay 
algunos puntos que me generan dudas, particularmente con relación al artículo 1*. 


La idea de este artículo es reconocer el derecho de las personas, en el caso de padecer una 
enfermedad incurable o encontrarse en estado terminal, a renunciar a la aplicación de tratamientos que 
les prolonguen la vida. En la misma línea del planteo de la señora Senadora Xavier, aunque con otra 
preocupación, quiero advertir que se habla de “procedimientos médicos que prolonguen su vida con 
dolor, angustia o daño” y, en mi opinión, como dije antes, lo primero que se debe reconocer es el 
derecho de los pacientes a renunciar al tratamiento en el caso de que padezcan una enfermedad 
terminal, pero además se debe demostrar el daño y la angustia. Con toda franqueza, no me parece 
necesario ni correcto. ¿Cómo se mide la angustia? ¿Cómo se miden el daño y el dolor? 


En definitiva, acá lo que se propone es reconocer la voluntad de un paciente que tiene una 
enfermedad terminal, a no recibir asistencia. Entonces, ¿por qué habría que agregar “cuando se trate 
de medios que provoquen angustia o daño”, cuando es real que la angustia existe siempre, y más si se 
trata de una enfermedad terminal? 


En síntesis, no encuentro razonable esta propuesta y todo el artículo me parece una 
incoherencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto totalmente los comentarios vertidos. Tal vez sería necesario 
encontrar una expresión equivalente, que sustituya la que refiere a “dolor, angustia o daño”, porque las 
objeciones que se han planteado son absolutamente de recibo. 


Por mi parte, a esas reflexiones agregaría otra sobre el último inciso, por cuanto si se lee con 
atención, dice: “De igual forma podrá manifestar su voluntad en contrario a lo establecido en el inciso 
primero de este artículo”. Entonces, se podría concluir que si alguien tiene una enfermedad incurable e 
irreversible y acuerda en un documento -que será público y constará en la historia clínica- que está 
dispuesto a que se le practique la eutanasia, se va a generar un conflicto ético para el profesional 
actuante porque, en los hechos, se está admitiendo que el paciente puede expresar su voluntad de que 
se mantengan los procedimientos médicos que se quieran -no ya los paliativos, tal como se expresa en 
el inciso segundo- aunque provoquen dolor, angustia o daño en una patología incurable o irreversible. 


Por lo tanto, me parece que es un extremo que no debería quedar consignado en la ley. 


SEÑOR VAILLANT.- Con respecto al primer inciso, en lo que me es personal creo que no hay que 
agregar nada, sino quitar. En ese caso, el primer párrafo diría: “Toda persona mayor de edad y 
psiquicamente apta, en forma voluntaria, consciente y libre, tiene derecho a oponerse a la aplicación 
de tratamientos y/o procedimientos médicos que prolonguen su vida, si se encontrare en el estado 
terminal de una patología incurable e irreversible.” De ese modo, quedarían eliminadas las expresiones 
que hablan del dolor y la angustia. 


Ahora bien, así como en el inciso primero se da al paciente la posibilidad de renunciar a esos 
tratamientos que le prolonguen la vida, en el inciso tercero, por lo menos según mi interpretación, se le 
permite hacer lo contrario. Es decir que el paciente puede decir que, independientemente de que tenga 


una enfermedad terminal, quiere seguir recibiendo todos los tratamientos. Por eso se agrega que a 
este respecto no es de aplicación lo que establece el artículo 8%, que otorga la facultad, cuando el 
enfermo no está consciente, de que un familiar tome la decisión por él. En ese caso, si el enfermo ha 
dicho que quiere que se le hagan todos los tratamientos que sean posibles independientemente de su 
situación, los familiares no tendrán derecho a modificar esa decisión. 


SEÑORA XAVIER.- Simplemente quiero señalar que hay que eliminar la expresión “y/o”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por mi parte estoy de acuerdo con el señor Senador Vaillant. Creo que si se 
agregan esas exigencias, se desvirtúa el objetivo -que comparto totalmente- del proyecto de ley, 
porque aparece toda una complejidad que no tiene sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y qué opinión tiene la señora Senadora sobre el tercer inciso? 
SEÑORA PERCOVICH.- También en ese caso comparto la interpretación del señor Senador Vaillant. 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que, de la misma manera que el inciso primero da al paciente la opción de 
decir que no quiere recibir los tratamientos si la enfermedad es irreversible, el inciso tercero le da la 
posibilidad de declarar que, aunque la enfermedad sea irreversible y pierda la conciencia, quiere recibir 
todos los tratamientos y sus familiares no pueden resolver lo contrario. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero recordar que nosotros hemos legislado recientemente con respecto a los 
derechos y obligaciones de los pacientes y usuarios, y hemos establecido que no hay derecho a 
adelantar ni a anticipar el final de la vida, ni a prolongarla más allá de lo que el estado de la ciencia lo 
permita; incluso, entre paréntesis, la norma agrega: “utilidad terapéutica”. Me parece que estamos 
cayendo en esa situación que acabamos de legislar con mucha precisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que aquí hay dos aspectos a tener en cuenta: por un lado, lo que la ley 
establece a texto expreso y, por otro, el tema de la consideración ética. Actualmente, en los códigos de 
ética de la Federación Médica del Interior y del Sindicato Médico, está expresamente prohibido 
continuar más allá de lo imprescindible. Y aquí estamos hablando de patologías incurables e 
irreversibles. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que hay que eliminar ese tercer inciso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que sí. 


SEÑOR VAILLANT.- Entiendo perfectamente el argumento de que existen normas anteriores que no 
se deben contradecir, pero me preocupa la posibilidad de que una persona no quiera que se le aplique 
el inciso primero, sino que aspire a que en todos los casos se le hagan todos los tratamientos, 
independientemente de que su enfermedad sea irreversible. En ese caso estaría en su derecho a 
hacerlo, pero puede suceder que mañana, cuando se encuentre en una situación de pérdida de 
conciencia, sus familiares, de acuerdo con lo que establece el artículo 8% de este mismo proyecto, 
puedan resolver lo contrario. Es decir que los familiares no sólo estarían decidiendo por el paciente, 
sino que estarían adoptando la resolución contraria a la que tomaría el enfermo si estuviera lúcido. 
Entonces, ese derecho, ¿lo debemos mantener o no? Porque de la misma manera que un paciente 
tiene derecho a decidir que no quiere que se le haga ningún tratamiento porque su enfermedad es 
incurable e irreversible -y eso es lo que yo haría- puede haber otro que decida que quiere tener la 
tranquilidad de que si se lo interna, van a hacer todo lo posible para mantenerlo con vida hasta el 
último momento. Por lo tanto, si quitamos este tercer inciso, habilitamos el artículo 8% en forma 
automática y permanente cuando el paciente pierde el derecho a decidir sobre sí mismo. De esta 
forma, estaríamos permitiendo que los familiares quizás decidieran en forma absolutamente contraria a 
la voluntad del paciente. Esto es lo que realmente me preocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En mi opinión, la voluntad de las personas no puede ser ilimitada a la hora de 
opinar sobre determinados criterios asistenciales que quizás no tendrían una justificación lógica. Por 


ejemplo, queda claro que uno no puede decidir que un cirujano le ampute la pierna por la sola razón de 
que tiene dolor en una parte de ella. En este caso creo que estamos ante algo similar, porque no es 
que se decida interrumpir lo que se debe hacer ante una enfermedad incurable e irreversible sino que, 
por el contrario, el inciso segundo habla de la medicina paliativa, que es lo que corresponde para estas 
situaciones. Eso evita entrar en contradicciones con la ley, con los códigos de ética, con la voluntad de 
los médicos y con un bien preciado, teniendo en cuenta el costo que implica dar una asistencia 
excesiva. En mi opinión, es necesario preservar el recurso económico que la sociedad asigna a la 
administración de la salud. Aquí no se impide que se haga medicina paliativa y que se presten 
cuidados paliativos que permitan aliviar el dolor o el sufrimiento por medio de toda esa parafernalia 
medicamentosa que se utiliza al final de una vida y que tiene como objetivo mejorar la calidad y la 
dignidad de la muerte de una persona. 


SEÑORA XAVIER.- Estoy tratando de interpretar el inciso tercero. Creo que esto tiene una vinculación 
importante con lo que hemos decidido eliminar. Señalo esto porque considero que una de las razones 
por las que se estableció el tercer inciso es que en el inciso primero se prevé que existirá el derecho a 
oponerse a la aplicación de procedimientos médicos que prolonguen la vida con dolor, angustia o daño. 
Aclaro que no estoy diciendo que esté de acuerdo, pero reitero que la caracterización de dolor, 
angustia o daño es la que define de qué forma se prolonga una vida que está en una condición de 
irreversibilidad en cuanto a una posible cura. 


SEÑOR VAILLANT.- Me interesa dejar claro que no tengo una posición contraria a este inciso, pero 
estoy intentando interpretarlo para luego poder decidir si estoy a favor o en contra. En mi opinión, este 
inciso busca establecer claramente que el derecho a disponer de la renuncia a los tratamientos es 
exclusivo del paciente y que, por lo tanto, no puede quedar delegado en quienes ejercen la práctica de 
la medicina. Por lo tanto, se pretende establecer claramente que esta decisión solamente puede 
tomarla el paciente y que si no lo hace, nadie puede hacerlo por él. Por supuesto que el artículo 8% 
establece la excepción de aquellos pacientes que no estén en condiciones de tomar la decisión, en 
cuyo caso podrán hacerlo los familiares directos. En definitiva, se trata de que la decisión vinculada a 
interrumpir los tratamientos ante el padecimiento de una enfermedad incurable o terminal, sea 
exclusiva del paciente. Considero que sería riesgoso que esa decisión quedara librada a los 
prestadores de salud. Entonces, por este artículo se dispone que ese derecho es exclusivo del 
paciente y, por tanto, nadie puede decidir por él. La propia interpretación que hace el señor Presidente 
en cuanto a que en determinadas condiciones las instituciones pueden resolverlo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; las instituciones no son las que pueden resolverlo; yo me referí a los 
médicos, que es otra cosa. 


SEÑOR VAILLANT.- Es cierto, se trata del profesional que trabaja y recibe un sueldo de una institución 
de asistencia. Personalmente, trabajé en una institución de asistencia, y si bien sé que se trata del 
profesional, también reconozco -y todos deberíamos hacerlo- que cada institución establece sus 
normas de trabajo, y lo mismo que sucede con los medicamentos puede ocurrir con cualquier otra 
parte del tratamiento. Más allá de poner en duda ese tema, lo que trato de explicar es que el artículo 1? 
refleja la voluntad y el espíritu de la ley: que cuando se trata de una enfermedad incurable, la 
decisión de interrumpir los tratamientos es exclusiva del paciente. En caso de que éste no esté en 
condiciones de hacerlo, lo pueden hacer sus familiares, salvo que el paciente por adelantado haya 
expresado que no pueden tomar la decisión y desea que se le apliquen todos los tratamientos posibles. 
En este último caso, deberán realizarse los tratamientos razonables y no podrá haber otra persona que 
no sea el propio afectado que tome la decisión; es decir que el derecho a la vida no puede ser ejercido 
por alguien que no es el propietario de esa vida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En una situación de enfermedad incurable e irreversible, lo razonable es 
hacer cuidados paliativos y, en base a lo que hemos legislado el mes pasado, deben hacerse en 
función de la práctica del consentimiento informado. No es que un directivo pueda decir: “Deje de 
hacerle tal cosa a ese paciente”; no es así. Como profesional, deberé informar al paciente o a los 
familiares -en caso de que esté inconsciente- sobre las circunstancias, los alcances y las posibilidades 
de mejora o no de la situación, y será siempre en una interacción médico-paciente o médico-familia 
que se me dará la autorización para actuar. 


De todas maneras, si los señores Senadores están de acuerdo, se podría consultar a la 
Comisión de Bioética del Sindicato Médico del Uruguay. 


SEÑORA PERCOVICH.- En el caso de una persona que atraviesa esta circunstancia y, como plantea 
el señor Senador Vaillant, no quiere que sus familiares o allegados tomen una decisión porque tiene 
discrepancias con ellos o no les tiene confianza, no sé si igualmente el artículo 2* lo habilita. Si se 
elimina el derecho de establecer la voluntad en contrario, me pregunto si igualmente no quedaría 
implícito cuando se determina cómo se ejecuta ese derecho. Por lo tanto, estoy de acuerdo en que 
esta interrogante amerita una consulta a la Comisión de Bioética. 


SEÑORA XAVIER.- Por un tema de procedimiento, considero que debemos agendar las posibles 
consultas, porque seguramente surjan otras. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR VAILLANT.- A veces, los ejemplos nos permiten traducir lo que nos puede resultar difícil de 
comprender a la hora de analizar un artículo. Cabe la posibilidad de que en el día de mañana me tenga 
que internar padeciendo una enfermedad que puede llegar a ser irreversible y terminal, y que no tenga 
confianza en mi pariente que -de acuerdo con lo que esta norma establece- eventualmente tomará la 
decisión, porque pienso que esa persona podrá acelerar mi fallecimiento o tomar una decisión con la 
que no esté de acuerdo. Entonces, me iré a internar sabiendo que podré perder la conciencia y que 
ese familiar que está habilitado por esta ley tomará la decisión. Para evitar esa angustia, me adelanto y 
pongo de manifiesto que me hagan los tratamientos de acuerdo con lo que establecen los protocolos y 
que de ninguna manera alguien pueda tomar esa decisión por mí o tenga el derecho a hacerlo. Creo 
que el paciente tiene ese derecho. Cuando el paciente va a ingresar a un sanatorio para recibir un 
tratamiento de una enfermedad posiblemente terminal, sabe que en determinado momento podrá 
quedar inconsciente y que alguien tomará la decisión por él, porque eso está establecido en la norma. 
No obstante, la persona tiene derecho a decir que se interna pero que nadie puede decidir por él sobre 
la continuación del tratamiento en las condiciones establecidas en el artículo 1*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese sería un paciente algo masoquista, ¿no? 


SEÑOR VAILLANT.- Sin embargo los hay. En lo personal no viví situaciones de esta naturaleza, pero 
sí otras relativamente parecidas de personas que cuando se internaron me dijeron que si para salvarles 
la vida había que hacerles una transfusión, no lo iban a permitir por razones religiosas. Soy ateo y eso 
me pareció un disparate, pero en el fondo tuve que pensar si lo más conveniente para esa persona que 
quizás se iba a morir era que estuviera tranquila consigo misma y con el otro mundo al que pensaba ir, 
o no. Contrario a mis convicciones, dije que tenía razón. Eso no es ser masoquista, sino que estamos 
ante otras formas de ver las cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Oídas todas las controversias, creo que en el momento oportuno deberemos 
hacer la consulta, porque indudablemente aquí tenemos algunas diferencias. 


Léase el artículo 2". 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- El derecho a que alude el artículo 1% de la presente ley se consagrará previo 
consentimiento escrito, denominado voluntad anticipada a los efectos de esta norma, otorgado bajo 
firma, impresión dactilar por el titular y dos testigos mayores de edad, impresión dactilar por el titular y 
firma a ruego por parte de uno de los dos testigos, o firma a ruego por parte de uno de los dos testigos, 
ésta última en los casos en que no pueda configurarse ninguna de las causales anteriores. 


También podrá manifestarse ante escribano público, documentándose en escritura pública o 
acta notarial. 


Cualquiera de las hipótesis que se consagre deberá ser incorporada a la historia clínica del 
paciente.” 


En consideración. 


En su oportunidad recibimos a los representantes de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay para que nos hicieran comentarios sobre el artículo 2% y luego de su comparecencia -muy 
razonable desde ciertos puntos de vista- nos entregaron un material en el que reclaman -aclaro que 
hicieron énfasis en que no tenían un interés económico en su planteo- la participación del escribano 
público en todas las circunstancias ante la expresión de voluntad de los potenciales pacientes. A estos 
efectos, creo que podríamos dar lectura a la fundamentación del artículo 2% que realizó la Asociación 
de Escribanos del Uruguay. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Como el artículo primero, habla de dos derechos del paciente, oposición al tratamiento por 
un lado y cuidados paliativos por otro, se entendió conveniente precisar a cuál de ellos se refiere el 
inciso primero de este artículo segundo - derecho de oposición. 


En este artículo se procura, además, dejar en claro que existen dos situaciones en juego: la 
de la persona que no ha ingresado al estado terminal (sea porque está saludable o porque su patología 
no ha ingresado a dicho estado), o la de quien ya está en estado terminal. 


En el caso de la primera de las situaciones referidas, en la que no hay urgencia para 
manifestar la voluntad, se incorpora la posibilidad de efectuar esa manifestación con todas la garantías 
que conlleva la intervención del profesional de Derecho, el Escribano Público, a quien la ley 
especificamente ha conferido la función pública de dar certeza, a lo cual se agrega, en la especie, la 
expresión de un asesoramiento íntegro y adecuado en un tema tan sensible, relativo a la concreción de 
un derecho humano fundamental. La función de este profesional va, además, acompañada de la 
reserva y la variopinta responsabilidad (civil, penal, disciplinaria y ética) que natural y legalmente se le 
atribuyen. 


El Proyecto, atinadamente ha reconocido la necesidad de la autenticidad y la fe pública como 
garantías imprescindibles para una manifestación de voluntad de tal envergadura, pero, tal autenticidad 
y fe pública no corresponden a la presencia de testigos o al registro en la historia clínica, sino que son 
atribuciones que extrajudicialmente sólo competen al Escribano. 


Vale destacar que, en lo que a la intervención notarial se refiere, se ha seguido el criterio 
consagrado por el Legislador en el artículo segundo de la Ley 14.005, de 17 de agosto de 1971, con la 
modificación introducida por la Ley 17.668, de 15 de julio de 2003 (Trasplantes de órganos y tejidos). 


También se sugiere la inscripción de la voluntad anticipada en el Registro que oportunamente 
establezca la reglamentación, a fin de que pueda saberse con certeza, en el momento oportuno, si 
hubo expresión de voluntad, cuando esta no está agregada a la historia clínica.” 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: en primer lugar y en relación al establecimiento de los dos 
derechos mencionados -que comparto- quiero decir que me parece que habría que agregar la 
expresión “de expresar su voluntad” a la primera frase del artículo, que por tanto comenzaría diciendo: 
“El derecho de expresar su voluntad a que alude el artículo 1%”. ¿Por qué? Porque puede tratarse tanto 
de voluntad a favor como en contrario. Tal como señalaba el señor Senador Vaillant, creo que ése es el 
derecho que se establece en el artículo 1%, ya sea para oponerse a la aplicación de tratamientos o para 
que se efectúen. 


Entonces, repito, creo que aquí debería decir: “El derecho de expresar su voluntad a que 
alude el artículo 1 de la presente ley”, etcétera. 


Con relación a lo demás, quiero decir que ya sea que la persona esté consciente en un 
momento terminal, de dolor, etcétera -es decir, que esta decisión sea algo previo y por voluntad 
expresa antes de enfermarse- o no, me parece que no habría necesidad de ir a la escritura pública. Lo 
digo porque me parece que en la mayor cantidad de los casos va a suceder lo que se prevé acá en 
cuanto a la necesidad de tener dos testigos, es decir, que quede claro que hubo dos testigos. Puedo 
entender que se recurra a un registro cuando la decisión tiene lugar con bastante anticipación, es decir, 
cuando se trata de algo similar a quien expresa su voluntad en un testamento; allí sí podría haber un 
registro o, de pronto, actuar un escribano público, de acuerdo con la importancia que se le dé al acto. 


Ahora bien, hay circunstancias en las que me parece que hay que recurrir a los testigos, y así 
como en algunos casos no se quiere delegar la voluntad en gente en la que no se tiene confianza, para 
elegir los testigos habrá que tener en cuenta a personas en las que sí se confía. 


En fin, puedo entender la exigencia que pone la Asociación de Escribanos del Uruguay -por 
su pensamiento legal, etcétera- pero creo que sería apropiada para algunas circunstancias; en otras, 
me parece que complicaría el objetivo de la ley. 


SEÑOR VAILLANT.- Comparto los conceptos de la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA XAVIER.- Lamentablemente, señor Presidente, me voy a ver obligada a retirarme a la hora 
18. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá, entonces, podríamos ir dando por culminada la sesión, puesto que 
creo que es importante que la Senadora Xavier continúe acompañándonos y haciendo aportes. 


SEÑORA XAVIER.- De todos modos, todavía dispongo de algunos minutos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Léase el artículo 3. 
(Se lee:) 


“Artículo 3%.- No podrán ser testigos: 


A) Los relacionados por consanguinidad, matrimonio o concubinato estable 
con el titular. 

B) Aquellos pasibles a una parte de la herencia del titular. 

C) El médico tratante, un empleado del médico tratante o un funcionario de la 


institución de salud en la cual el titular sea paciente. 


D) La persona designada como sustituto de acuerdo al artículo 6* de la 
presente ley, y los relacionados por consaguinidad o matrimonio con el mismo”. 


En consideración. 


Creo que corresponde que veamos qué dice el artículo 6”. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 6%.- En el documento de expresión de voluntad anticipada a que se alude en el 
artículo 2%, se deberá incluir el nombramiento de una persona denominada representante, mayor de 
edad, para que vele por el cumplimiento de esa voluntad, en caso de que el titular se vuelva incapaz de 
tomar decisiones por sí mismo”. 


Creo el literal B) del artículo 3” entra en contradicción con lo que enumera el literal A), es 
decir, quiénes no podrán ser testigos, puesto que aquí se dice: “Los relacionados por consanguinidad, 
matrimonio o concubinato estable con el titular”. 


Por otra parte, en el literal D) se establecen solo dos causales, “consanguinidad o 
matrimonio”, y no el concubinato, con lo cual se genera una discrepancia en el artículo mismo. Me 
parece que es un tema menor y que se puede corregir pero, de todas maneras, quería dejar esta 
constancia para que lo tuviéramos en cuenta. Tal vez, como me comenta el señor Senador Vaillant, 
aquí podríamos hacer mención a lo que dice el literal A). 


SEÑORA PERCOVICH.- El sustituto sí puede ser un pariente directo; aquí no se establece nada en 
contrario. Esta persona, entonces, tiene que hacerse cargo de que se cumpla lo consentido por el 
paciente -según lo que establece el artículo 2”-, sea que se trate de un hermano, el concubino, el 
marido o un hijo, pero no puede ser testigo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en función de lo que me ha acotado el señor Senador Vaillant en 
cuanto a que esto es reiterativo, podríamos hacer mención a lo que dice el literal A). 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que en el artículo 3% hay un problema de redacción, ya que expresa: “No 
podrán ser testigos: A) Los relacionados por consanguinidad, matrimonio o concubinato estable con el 
titular”, mientras que en el literal D) se dice: “La persona designada como sustituto de acuerdo al 
artículo 6% de la presente ley, y los relacionados por consanguinidad o matrimonio con el mismo”, 
repitiéndose en esta última parte lo establecido en el primer literal. Por lo tanto, propongo que en literal 
D) se ponga un punto luego de la palabra “ley” y se elimine el resto del texto porque, como dije, es la 
reiteración -y ni siquiera exacta- de lo que dice el literal A), quedando de la siguiente manera: “La 
persona designada como sustituto de acuerdo al artículo 6* de la presente ley.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo con lo manifestado por el señor Senador Vaillant, por 
cuanto al literal D) quedará redactado de la siguiente forma se pone un punto luego de la palabra 
“ley”, y se elimina el resto del texto. 


Tal como lo habíamos acordado, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 57 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


